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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al 8 de diciembre de 2025, emite la siguiente:

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 20/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos contra Leyes de Ingresos de diversos Municipios del Estado de Puebla para el Ejercicio Fiscal 2025, publicadas en el Periódico Oficial del Estado el 30 de diciembre  de 2024.

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA

1.
Presentación de la demanda: El 29 de enero de 2025 la Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos promovió acción de inconstitucionalidad impugnando porciones normativas contenidas en las Leyes de Ingresos de diversos Municipios del Estado de Puebla para el ejercicio fiscal 2025, publicadas el 30 de diciembre de 2024.

2.
Conceptos de invalidez. En su escrito inicial la Comisión actora expuso los siguientes conceptos de invalidez:

PRIMERO. Los artículos impugnados de 15 Leyes de ingresos del Estado de Puebla para el ejercicio fiscal 2025 vulneran los principios de justicia tributaria reconocidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, ya que establecen cuotas que no atienden el costo real del servicio prestado por los municipios, previendo tarifas diferenciadas sin justificación, pese a que se usan esencialmente los mismos materiales.

Los derechos son las contraprestaciones que se pagan al Estado por los servicios administrativos, los cuales deben regirse bajo el principio de justicia tributaria; además, el principio de proporcionalidad implica que la determinación de las cuotas correspondientes por ese concepto debe tener en cuenta el costo que para el Estado tenga la ejecución de dicho servicio.

Las normas impugnadas vulneran los principios de equidad, legalidad y proporcionalidad en las contribuciones, ya que éstas no son acordes a las erogaciones que realmente representa al ente estatal la prestación de los servicios consistentes en la reproducción de información en copias simples y certificadas, por lo que son desproporcionadas. 

En la acción de inconstitucionalidad 20/2019 este Alto Tribunal sostuvo que el artículo 134 de la Constitución General establece los recursos económicos de los que disponen los órganos del Estado, los cuales deben administrarse con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez, de ahí que no deben emplearse de forma abusiva.

De la lectura de los preceptos reclamados se aprecia que el legislador impone una cantidad a pagar por la emisión de copias certificadas cuyo precio variará de acuerdo con el número de fojas  a entregar, lo cual no resulta razonable ni equitativo, pues se emplean esencialmente los mismos materiales; siendo que incluso resulta más oneroso solicitar una sola copia que un legajo entero, situación que carece de justificación. 

SEGUNDO. Manifiesta la parte actora que las leyes de ingresos de diversos municipios del Estado de Puebla establecen cobros injustificados por cada hoja certificada de datos o documentos que deriven del derecho de acceso a la información, en virtud de que no atienden al costo real de los materiales empleados.

Las normas controvertidas transgreden el derecho humano de acceso a la información el cual se encuentra consagrado en el artículo 6º de la Constitución Federal, y comprende el derecho a informar, el de acceso a la información y el derecho a ser informado, además garantiza que todas las personas puedan solicitar información con la que cuenta el estado dentro de sus archivos, registros, datos y documentos públicos; asimismo, garantiza que todos los miembros de la sociedad reciban libremente información plural y oportuna que les permita ejercer plenamente sus derechos, quedando obligado el Estado a no restringir o limitar la información.

Las normas impugnadas son contrarias al orden constitucional ya que se alejan del principio de gratuidad que rige el ejercicio del derecho de acceso a la información, y si bien excepcionalmente pueden realizarse cobros por los materiales empleados; lo cierto es que este Alto Tribunal ha señalado que tratándose del principio de gratuidad en materia de transparencia y acceso a la información pública, se requiere una motivación reforzada por parte del legislador el cual explique o razone el costo de los materiales, de ahí que al establecer una norma una tarifa, ésta debe justificarse con una base objetiva y razonable. 

3.
Admisión y trámite. Mediante acuerdo del 6 de febrero de 2025 se admitió a trámite la acción de inconstitucionalidad y se solicitó el informe respectivo a los Poderes Legislativo y Ejecutivo ambos del Estado de Puebla; se dio vista del asunto al Fiscal General de la República y a la Consejera Jurídica  del Gobierno Federal para que, hasta antes del cierre de instrucción, manifestaran lo que a su representación correspondiera.

4.
Informe del Poder Legislativo Estatal: El Director General de Asuntos Jurídicos de Estudios y de Proyectos Legislativos del Honorable Consejero Jurídico del Gobierno del Estado, en su carácter  de representante legal del Estado de Puebla
, rindió informe en el que expresó medularmente lo siguiente:

Los Estados tienen derecho a percibir ingresos derivados de la prestación de servicios públicos por la utilización de la institución jurídica denominada: “derechos “, conforme al principio de reserva  de ley.

Es constitucional que los Municipios cobren ciertas cantidades razonables que implica el gasto que debe erogar para contar con los insumos necesarios que le permitan prestar el servicio y que no genere una carga excesiva a la ciudadanía. 

El costo establecido en las normas impugnadas se ciñó a lo dispuesto por el costo de los materiales empleados para la reproducción de la información, así como el pago de la certificación de los documentos.

El proceso legislativo de las normas impugnadas se constriñó a lo dispuesto por la normativa aplicable, por lo que no contiene vicios. 

5.
Informe del Poder Ejecutivo Estatal: A través del oficio que ingresó a este Alto Tribunal el 10 de marzo de 2025, el Director de Procedimientos Constitucionales de la Consejería Jurídica del Gobierno del Estado de Puebla, formuló su contestación en la cual señaló:

Su participación radica únicamente en la promulgación de la norma reclamada, como parte del proceso legislativo local, el cual no puede señalarse como un acto inconstitucional, ya que su ejercicio deriva del cumplimiento de la Constitución Federal.

Los derechos derivan esencialmente de un acto de voluntad del particular que solicita del Estado la prestación del servicio público que lo va a beneficiar de manera directa y especifica, el cual se otorga a través de un razonable equilibrio entre la cuota y el costo que dicho servicio representa al Estado, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que establece que los municipios cuentan con la libertad de gravar contribuciones a los habitantes de sus jurisdicciones.

6.
Pedimento. El Fiscal General de la República y la Consejería Jurídica del Gobierno Federal no formularon pedimento ni manifestación alguna en el presente asunto. 

7.
Alegatos A través del oficio que ingresó el 25 de marzo de 2025, a la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Director General de Asuntos Jurídicos, de Estudios y de Proyectos Legislativos del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla formuló alegatos. Y por su parte, mediante oficio de fecha 28 del mismo mes y año el Director de Procedimientos Constitucionales de la Consejería Jurídica del Gobierno del mismo Estado
, formuló alegatos. 

8.
Cierre de la instrucción. Tras el trámite legal correspondiente y transcurrido el plazo concedido a las partes para que formularan alegatos, por acuerdo del 31 de marzo de 2025 se declaró cerrada la instrucción del asunto.

9.
Returno. Mediante acuerdo de fecha 4 de septiembre de 2025 y de conformidad con los artículos 24 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
; 20, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
 y SEXTO Transitorio del Acuerdo General 1/2025 (12ª), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que regula la recepción, registro y turno de los asuntos de su competencia
, se turnó el presente asunto al Ministro Irving Espinosa Betanzo, para que actúe como Instructor y formule el proyecto de resolución.

I. COMPETENCIA.

10.
Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente Acción de Inconstitucionalidad de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, y 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el Punto Segundo, fracción II, del Acuerdo General Número 2/2025 (12a), de 3 de septiembre de 2025, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el que se precisan los asuntos de su competencia y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales; en virtud de que se plantea un conflicto entre normas de una entidad federativa con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS RECLAMADAS.

11.
Del análisis al escrito de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se advierte que impugna normas contenidas en Leyes de Ingresos de diversos Municipios del Estado de Puebla para el ejercicio fiscal 2025, como se describe a continuación:

a)
Cobros desproporcionados e inequitativos por diversos servicios municipales, no relacionados con el derecho de acceso a la información:

1.
Artículos 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochiltepec, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

2.
Artículos 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochitlán de Vicente Suarez, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

3.
Artículos 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochiltlán Todos Santos, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

4.
Artículos 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Yaonahuac, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

5.
Artículos 21, fracción I, y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Yehualtepec, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

6.
Artículos 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zacapala, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

7.
Artículos 21, fracción I, y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

8.
Artículos 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán de Méndez, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

9.
Artículos 21, fracción I, y 40, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zaragoza, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

10.
Artículos 21, fracción I, y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zautlá, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

11.
Artículos 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zihuateutla, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

12.
Artículos 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zinacatepec, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

13.
Artículos 21, fracción I, y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zongozotla, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

14.
Artículos 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquiapan, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

15.
Artículos 21, fracción I, y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquitlán, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

b)
 Cobros injustificados por acceso a la información pública:

1.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochiltepec, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

2.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochitlán de Vicente Suárez, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

3.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochitlán Todos Santos, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

4.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Yaonahuac, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

5.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Yehualtepec, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

6.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zacapala, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

7.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

8.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán de Méndez, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

9.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zaragoza, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

10.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zautla, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

11.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zihuateutla, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

12.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zinacatepec, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

13.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zongozotla, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

14.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquiapan, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

15.
Artículo 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquitlán, Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

III. OPORTUNIDAD.

12.
En el caso, las Leyes de Ingresos de los diversos Municipios del Estado de Puebla fueron publicadas en el Periódico Oficial de dicha entidad el 30 de diciembre de 2024, por lo tanto el plazo de 30 días naturales para promover la acción de inconstitucionalidad debe iniciarse a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general fue publicada en el correspondiente medio oficial, y en caso de que el último día del referido plazo sea inhábil la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente; luego entonces, el plazo transcurrió del 31 del mes y año citado al 29 de enero del 2025.

13.
Ahora bien, dado que la acción de inconstitucionalidad de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos fue presentada a través del Buzón Judicial de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el 29 de enero de 2025, resulta inconcuso que fue oportuna su presentación. 

IV. LEGITIMACIÓN.

14.
El artículo 105, fracción II, párrafo segundo, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
 dispone en lo que interesa, que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos está legitimada para promover acciones de inconstitucionalidad en contra de normas federales o estatales que vulneren los derechos humanos.

15.
En ese sentido, se advierte que la demanda fue presentada, por María del Rosario Piedra Ibarra, en su carácter de Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
, acreditándolo con la copia certificada del acuerdo de designación expedido por el Senado de la República.

16.
Conviene precisar que, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, argumenta que las disposiciones reclamadas vulneran los derechos de seguridad jurídica, proporcionalidad e igualdad, por lo que es de reiterarse el criterio sostenido por el Tribunal Pleno en el sentido de que dicho organismo se encuentra legitimado para impugnar normas de carácter tributario, como acontece en el caso.
 

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO.

17.
Los Poderes Ejecutivo Local y Legislativo no formularon causal de improcedencia y sobreseimiento; asimismo, no se actualiza de forma oficiosa alguna de las hipótesis que prevé la Ley Reglamentaria, por lo que no se sobresee esta Acción de Inconstitucionalidad.

VI. ESTUDIO DE FONDO.

18.
Toda vez que no se adujeron razonamientos de inconstitucionalidad en contra del procedimiento legislativo, se procede de forma directa al análisis de los conceptos de invalidez formulados por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en contra de los preceptos impugnados. 

19.
Los argumentos planteados por la Comisión abordan problemáticas distintas por lo que este Tribunal Pleno realizará el análisis de las normas impugnadas en el orden siguiente: 1. Cobros desproporcionados e inequitativos por diversos servicios municipales, no relacionados con el derecho de acceso a la información; 2. Cobros injustificados por el acceso a la información pública.


Tema 1. Cobros desproporcionados e inequitativos por diversos servicios municipales, no relacionados con el derecho de acceso a la información pública.

20.
En su primer concepto de invalidez la Comisión accionante señala que los artículos impugnados de 15 Leyes de Ingresos del Estado de Puebla para el ejercicio fiscal 2025 vulneran los principios de justicia tributaria reconocidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, ya que establecen cuotas que no atienden el costo real del servicio prestado por los municipios al prever tarifas diferenciadas sin justificación, pese a que se usan esencialmente los mismos materiales.


Algunas de las normas impugnadas no aclaran si el costo por el servicio prestado es por una copia, por expediente o por legajo, lo cual genera incertidumbre jurídica y viola los principios de legalidad, proporcionalidad y equidad.


Los derechos son las contraprestaciones que se pagan al Estado como prestación de los servicios administrativos, los cuales deben regirse bajo el principio de justicia tributaria y de proporcionalidad, los cuales implican que la determinación de las cuotas correspondientes debe tener en cuenta el costo que para el Estado tenga la ejecución de dicho servicio.

21.
Ahora bien, las normas impugnadas en este apartado establecen expresamente lo siguiente:

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE XOCHILTEPEC, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

Artículo 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

Por hoja adicional 
$1.50

ARTÍCULO 37. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las Autoridades Catastrales Municipales 
$25.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE XOCHITLÁN DE VICENTE SUÁREZ, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

Artículo 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato. 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

Por hoja adicional. 
$1.50

ARTÍCULO 37. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…) 

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las Autoridades Catastrales Municipales 
$25.50

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE XOCHITLÁN TODOS SANTOS, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

Por hoja adicional. 
$ 1.50

ARTÍCULO 37. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las Autoridades Catastrales Municipales 
$26.50

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE YAONAHUAC, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato. 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

-Por hoja adicional. 
$1.50

ARTÍCULO 37. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las autoridades catastrales municipales 
$33.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE YEHUALTEPEC, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

Por hoja adicional. 
$ 1.50

ARTÍCULO 38. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las Autoridades Catastrales Municipales 
$27.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZACAPALA, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

Por hoja adicional. 
$1.50

ARTÍCULO 37. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las autoridades catastrales municipales 
$25.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZAPOTITLÁN, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

-Por hoja adicional. 
$1.50

ARTÍCULO 38. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las autoridades catastrales municipales 
$27.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZAPOTITLÁN DE MÉNDEZ, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

Por hoja adicional. 
$1.50

ARTÍCULO 37. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las autoridades catastrales municipales 
$26.50

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZARAGOZA, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato. 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

-Por hoja adicional. 
$1.50

ARTÍCULO 40. Los derechos por los servicios prestados por el catastro municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las Autoridades Catastrales Municipales 
$27.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZAUTLA, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato. 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

Por hoja adicional. 
$1.50

ARTÍCULO 38. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple por hoja que obre en los archivos de las autoridades catastrales municipales 
$26.50

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZIHUATEUTLA, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato. 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

Por hoja adicional. 
$ 1.50

ARTÍCULO 37. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las Autoridades Catastrales Municipales 
$25.50

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZINACATEPEC, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato. 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

Por hoja adicional. 
$1.50

ARTÍCULO 37. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las Autoridades Catastrales Municipales 
$66.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZONGOZOTLA, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato. 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

-Por hoja adicional. 
$1.50

ARTÍCULO 38. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las Autoridades Catastrales Municipales 
$25.50

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZOQUIAPAN, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato. 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

Por hoja adicional. 
$1.50

ARTÍCULO 37. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las Autoridades Catastrales Municipales 
$27.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZOQUITLÁN, ESTADO DE PUEBLA, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 21. Los derechos por expedición de certificaciones, constancias y otros servicios, se causarán y pagarán conforme las cuotas siguientes:

I. Por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales:

a) Por cada hoja, incluyendo formato. 
$23.00

b) Por expedientes de hasta 35 hojas
$23.00

-Por hoja adicional. 
$1.50

ARTÍCULO 38. Los derechos por los servicios prestados por el Catastro Municipal, se causarán y pagarán conforme a las cuotas siguientes:

I a V (…)

VI. Por la expedición de copia simple que obre en los archivos de las autoridades catastrales municipales 
$25.50

22.
Como se advierte, las disposiciones cuestionadas establecen diversas cuotas por la certificación de datos o documentos que obren en los archivos municipales, así como la expedición de copias simples existentes en los archivos de las oficinas municipales, a lo que este Tribunal Pleno ha determinado que en el caso de las normas que establecen costos por servicios que no se relacionan con el derecho a la información pública, lo procedente es analizarlas a la luz de los principios tributarios previstos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, cuyos alcances y aplicación ha sido desarrollada jurisprudencialmente por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinando que para considerar constitucionales las normas que prevén las contribuciones denominadas derechos, las cuotas aplicables deben ser, entre otras cuestiones, acordes o proporcionales al costo de los servicios prestados y ser igual para todos aquellos que reciban el mismo servicio.

23.
Sentado lo anterior, conviene señalar que los alcances de los principios de justicia tributaria, derivados del artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política del país y su aplicación en el ámbito de los derechos por servicios ha sido desarrollada jurisprudencialmente por esta Suprema Corte, entre otras, en las acciones de inconstitucionalidad 93/2020; 105/2020; 33/2021; 75/2021; 9/2022 y sus acumuladas 13/2022, 14/2022, 18/2022 y 22/2022, y 44/2022 y sus acumuladas 45/2022 y 48/2022; 19/2023; 54/2023; 55/2023; 18/2023 y su acumulada 25/2023; 34/2023 y sus acumuladas 36/2023 y 49/2023; y 50/2023, 106/2023, de manera reciente la acción de inconstitucionalidad 5/2025, 7/2025, 26/2025 y 24/2025.
24.
En aquellos precedentes, este Tribunal Pleno ha sostenido que para considerar constitucionales las normas que prevén derechos, las cuotas aplicables deben ser, entre otras cosas, acordes o proporcionales al costo de los servicios prestados y ser igual para todos los que reciban el mismo servicio.

25.
Lo anterior, porque, como se ha señalado, la naturaleza de los derechos por servicios que presta el Estado es distinta a la de los impuestos, de manera que para que se respeten los principios de proporcionalidad y equidad tributaria es necesario tener en cuenta, entre otros aspectos, el costo que para el Estado implica la prestación del servicio, pues a partir de ahí se puede determinar si la norma que prevé determinado derecho otorga o no un trato igual a los sujetos que se encuentren en igualdad de circunstancias y si es proporcional o acorde al costo que conlleva ese servicio.

26.
Dicho criterio se encuentra reflejado en las jurisprudencias de rubro: “DERECHOS POR SERVICIOS. SU PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD SE RIGEN POR UN SISTEMA DISTINTO DEL DE LOS IMPUESTOS” y “DERECHOS POR SERVICIOS. SUBSISTE LA CORRELACIÓN ENTRE EL COSTO DEL SERVICIO PÚBLICO PRESTADO Y EL MONTO DE LA CUOTA”.
27.
Al respecto, en las acciones referidas, se destacó que la solicitud de copias certificadas y el pago de los correspondientes derechos implica para la autoridad la concreta obligación de expedirlas y certificarlas, de modo que dicho servicio es un acto instantáneo porque se agota en el mismo momento en que se efectúa sin prolongarse en el tiempo.

28.
Además, que, a diferencia de las copias simples, que son meras reproducciones de documentos que para su obtención se colocan en la máquina respectiva, existiendo la posibilidad, dada la naturaleza de la reproducción y los avances de la tecnología, que no correspondan a un documento realmente existente, sino a uno prefabricado; las copias certificadas involucran la fe pública del funcionario que las expide, la cual es conferida expresamente por la ley como parte de sus atribuciones.

29.
En efecto, se destacó que la fe pública es la garantía que otorga el funcionario respectivo al determinar que el acto de reproducción se otorgó conforme a derecho y que lo contenido en él es cierto, proporcionando así seguridad y certeza jurídica al interesado; y, a partir de lo anterior, se concluyó que el servicio que presta el Estado en ese supuesto se traduce en la expedición de las copias que se soliciten y el correspondiente cotejo con el original que certifica el funcionario público en ejercicio de las facultades que le confiere una disposición jurídica.

30.
También se resaltó que, a diferencia de lo que ocurre en el derecho privado, la correspondencia entre el servicio proporcionado por el Estado y la cuota aplicable por el acto de certificar no debe perseguir lucro alguno, pues se trata de una relación de derecho público, de modo que para que la cuota aplicable sea proporcional debe guardar relación razonable con lo que cuesta para el Estado la prestación de dicho servicio, en este caso, de certificación de documentos.

31.
De dichos precedentes derivó la jurisprudencia de rubro: “DERECHOS. EL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL ESTABLECER LA CUOTA A PAGAR POR LA EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS DE DOCUMENTOS, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2006)”, así como la tesis de rubro: “DERECHOS. EL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA”.

32.
En este sentido, las normas impugnadas relativas a la reproducción, búsqueda y certificación de información no relacionada con el derecho de acceso a la información contravienen el principio de proporcionalidad tributaria establecido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, ello porque dicho principio exige un equilibrio entre la cuota que se cobra al usuario y el costo que representa al Estado la prestación del servicio, pero en este caso no existe una relación con el costo del servicio y los materiales utilizados en la reproducción, así como tampoco, una argumentación por el legislador quien tenía la carga de sustentar el cobro mediante una metodología que justificara de una forma clara y razonable cómo lo determinó y si dicha determinación la formuló atendiendo al valor real de los insumos utilizados. 

33.
Por lo tanto, se insiste, no se tiene la certeza de que las cuotas señaladas en las normas impugnadas fueron fijadas con una base objetiva y razonable de los materiales utilizados y sus costos, pues para ello se requería, como ya se dijo, de una motivación por parte del legislador local en que explicara o razonara el costo de los materiales de reproducción de un documento o, en su caso, de su certificación, así como la metodología que utilizó para llegar a los mismos.

34.
Al respecto, es importante tener en cuenta lo fallado por este Tribunal Pleno recientemente, al resolver la acción de inconstitucionalidad 75/2024, en la que se analizaron Leyes de Ingresos de diversos Municipios del Estado de Oaxaca para el ejercicio fiscal 2024, que establecían cuotas por la expedición de copias simples en cantidad de $5.00 (Cinco pesos 00/100 M.N.), declarando la invalidez de las mismas al considerar que las cuotas previstas no guardan relación razonable con el costo de los materiales para la prestación del servicio. 
35.
Es de señalar que en las normas impugnadas se aprecia que en cuanto a las tarifas de las certificaciones de datos y documentos que obren en archivos municipales por cada hoja incluyendo formato es de $23.00 (veintitrés pesos 00/100 Moneda Nacional), por expediente de hasta 35 hojas es igualmente de $23.00 (veintitrés pesos 00/100 Moneda Nacional), y si bien de las mismas se desprende que no solo se limita a reproducir el documento original del que se pretende obtener una certificación o constancia, sino que procede a imprimir la certificación respectiva del funcionario público autorizado y la búsqueda de datos, pero la relación entablada entre las partes no es de derecho privado, por ello el Legislador debía motivar cómo llegó a tales cantidades; sin embargo, en el caso no se advierten elementos necesarios que justifiquen la relación razonable de las cuotas establecidas con el costo de los efectivos insumos que implica otorgar el servicio, por lo que resultan fundados los argumentos de la accionante.

36.
Por lo tanto, lo procedente es declarar la invalidez de los artículos 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochiltepec, 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochitlán de Vicente Suarez, 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos  del Municipio de Xochiltlán Todos Santos, 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Yaonahuac, 21, fracción I, y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Yehualtepec, 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zacapala, 21, fracción I, y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán, 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán de Méndez, 21, fracción I, y 40, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zaragoza, 21, fracción I, y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zautlá, 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zihuateutla, 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zinacatepec, 21, fracción I, y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zongozotla, 21, fracción I, y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquiapan, y 21, fracción I, y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquitlán, todos del Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.


Tema 2. Cobros injustificados por acceso a la información pública.

37.
En su segundo concepto de invalidez la Comisión accionante señaló que las normas controvertidas transgreden el derecho humano de acceso a la información consagrado en el artículo 6º de la Constitución Federal, el cual comprende el derecho a informar, el de acceso a la información y el derecho a ser informado, además garantiza que todas las personas puedan solicitar información con la que cuenta el Estado dentro de sus archivos, registros, datos y documentos públicos; asimismo, garantiza que todos los miembros de la sociedad reciban libremente información plural y oportuna que les permita ejercer plenamente sus derechos, quedando obligado el Estado a no restringir o limitar la información, así como informar a las personas sobre aquellas cuestiones en su vida o en el ejercicio de sus derechos.


Además, son contrarias al orden constitucional ya que se aleja del principio de gratuidad que rige el ejercicio del derecho de acceso a la información, y si bien a que excepcionalmente pueden realizarse cobros por los materiales empleados; sin embargo, este Alto Tribunal ha señalado que tratándose del principio de gratuidad en materia de transparencia y acceso a la información pública, se requiere una motivación reforzada por parte del legislador, el cual explique o razone el costo de los materiales, de ahí que si bien el legislador, al prever una tarifa, la carga debe justificarse con una base objetiva y razonable. 

38.
Ahora bien, las normas impugnadas en este apartado establecen expresamente lo siguiente:

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE XOCHILTEPEC, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE XOCHITLÁN DE VICENTE SUAREZ, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE XOCHITLÁN TODOS SANTOS, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

 ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE YAONAHUAC, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE YEHUALTEPEC, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZACAPALA, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZAPOTITLÁN, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZAPOTITLÁN DE MÉNDEZ, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZARAGOZA, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZAUTLA, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZIHUATEUTLA, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZINACATEPEC, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZONGOZOTLA, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZOQUIAPAN, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE ZOQUITLÁN, ESTADO DE PUEBLA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2025

ARTÍCULO 22. La consulta de información y documentación que realicen los particulares a las Dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso se causarán y pagarán de conformidad con las cuotas siguientes:

I. Por la expedición de certificación de datos o documentos, por cada hoja: $23.00

39.
Para el análisis correspondiente, conviene recordar que al resolver, entre otras, las acciones de inconstitucionalidad 185/2021, 9/2021, 7/2022, y 9/2022 y sus acumuladas 13/2022, 14/2022, 18/2022 y 22/2022; y 3/2023 y sus acumuladas 4/2023, 5/2023, 6/2023, 7/2023, 8/2023, 9/2023, 10/2023, 12/2023, 13/2023, 14/2023, 21/2023, 24/2023, 48/2023 y 57/2023, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el precepto 6, apartado A, fracción III, de la Constitución Federal reconoce el principio de gratuidad en materia de transparencia y acceso a la información pública, pues establece que toda persona sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a su rectificación.

40.
Expuso que el artículo 17, párrafo primero, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública dispone que el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y de entrega solicitada, esto es, conforme a tales preceptos el ejercicio del derecho de transparencia y acceso a la información es gratuito, pudiendo cobrarse o generar un costo para el interesado la modalidad de reproducción y de entrega que solicite.

41.
En dichos precedentes, el Tribunal Pleno precisó que el principio de gratuidad se introdujo al texto constitucional con motivo de la reforma de 20 de julio del 2007, de cuyo proceso de creación, en específico, del dictamen de la Cámara de Diputados, se advierte que el Poder Reformador de la Constitución precisó que dicho principio se refiere sólo a los procedimientos de acceso a la información, así como a los de acceso o rectificación de datos personales, no a los eventuales costos de los soportes en los que se entregue, por ejemplo: medios magnéticos, copias simples o certificadas, y tampoco a los costos de entrega por mecanismos de mensajería cuando lo solicite el interesado, de modo que los medios de reproducción y de envío tienen un costo, no así la información per se.

42.
También expuso que, al analizar el derecho de acceso a la información, sus dimensiones y vertientes, estableciendo, en lo que interesa, que al emitir la referida ley general, el legislador enfatizó que el principio de gratuidad constituye una máxima fundamental para alcanzar el ejercicio del derecho de acceso a la información y que entre sus objetivos está evitar la discriminación, pues pretende que todas las personas sin importar su condición económica puedan acceder a ella, de modo que sólo pueden realizarse cobros para recuperar los costos de reproducción y su envío, así como los derechos relativos a la expedición de copias certificadas.

43.
El Tribunal Pleno determinó que el texto constitucional es preciso al establecer la obligación categórica de garantizar la gratuidad en el acceso a la información, de manera que no puede establecerse cobro alguno por la búsqueda que realice el sujeto obligado, pues únicamente puede ser objeto de pago y, por ende, de cobro, lo relativo a las modalidades de reproducción y de entrega solicitadas.

44.
Además, consideró que, conforme a los artículos 1; 2, fracciones II y III; 17, párrafo primero; 124, fracción V; 133; 134; y, 141, entre otros, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; el principio de gratuidad exime de cobro la búsqueda de información, caso contrario tratándose de los costos de los materiales utilizados para su reproducción, su envío y/o la certificación de documentos, siempre y cuando sean determinados a partir de una base objetiva y razonable de los mismos.

45.
Es decir, la búsqueda de información no puede generar cobro alguno porque no se materializa en algún elemento; sin embargo, lo que puede cobrarse son los costos que impliquen el material en que se reproduce, los de envío una vez plasmada o materializada, o bien, de certificación de documentos, pero si el solicitante proporciona el medio o mecanismo necesario para reproducir o recibir esa información, no se le puede cobrar costo alguno, justamente porque los proporcionó.

46.
Precisó que, de acuerdo con la mencionada ley general, para determinar las cuotas aplicables el legislador debe considerar que los montos permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la información, asimismo, que esas cuotas se establecen en la Ley Federal de Derechos, pero cuando tal legislación no sea aplicable al sujeto obligado, entonces las cuotas respectivas deben ser menores a las ahí contenidas.

47.
Agregó que, de acuerdo con los precedentes de este Alto Tribunal, al tratarse del cobro de derechos, las cuotas deben ser acordes o proporcionales al costo de los servicios prestados y ser igual para todos aquellos que reciban el mismo servicio. Citó como sustento de tal determinación, entre otras, la jurisprudencia P./J. 3/98 de este Alto Tribunal, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, enero de 1998, página 54, de rubro: “DERECHOS POR SERVICIOS. SUBSISTE LA CORRELACIÓN ENTRE EL COSTO DEL SERVICIO PÚBLICO PRESTADO Y EL MONTO DE LA CUOTA”.
48.
En resumen, tratándose del derecho de acceso a la información, conforme al texto constitucional y legal aplicables, el principio de gratuidad implica que el Estado sólo puede cobrar el costo de los materiales utilizados para su reproducción, envío y/o la certificación de documentos y que esas cuotas deben establecerse o fijarse a partir de una base objetiva y razonable de los insumos utilizados, sin que en algún caso pueda cobrarse la búsqueda de información, o bien, su reproducción, cuando en este último supuesto el interesado proporcione los medios respectivos.

49.
Los dos aspectos comentados, consistentes en la gratuidad de la información y la posibilidad de que se cobren únicamente el costo de los materiales de reproducción, envío, o bien, su certificación, fijados a partir de una base objetiva y razonable, se traducen en una obligación para el legislador consistente en motivar esos aspectos al emitir las disposiciones que regulen o establezcan esos costos.

50.
En efecto, la aplicación del principio de gratuidad en materia de transparencia y acceso a la información pública, tratándose de leyes, implica que al crear una norma que regule o contenga esos costos que se traducen en una cuota o tarifa aplicable, el legislador tenga que realizar una motivación que explique esos costos y la metodología que utilizó para establecer la tarifa o cuota respectivas.

51.
Lo anterior, porque sólo de esa manera se podría analizar la constitucionalidad de un precepto que contenga dicha cuota o tarifa, es decir, a partir de considerar las razones o motivos que condujeron al legislador a establecer determinado parámetro monetario.

52.
Si se toma en cuenta que, conforme al texto constitucional, la materia que nos ocupa se rige por el principio de gratuidad y que, conforme a la ley general aplicable, sólo puede cobrarse el costo de los materiales usados para su reproducción, envío o, en su caso, la certificación de documentos es claro que el legislador debe cumplir con la carga de motivar esos aspectos al emitir la disposición legal conducente.

53.
En caso de incumplir ese deber, como ha quedado precisado, los órganos judiciales competentes no podrían examinar si la norma efectivamente se ajusta a dicho parámetro de regularidad, esto es, si respeta o no el principio de gratuidad entendido como la posibilidad del Estado de cobrar únicamente el costo de los materiales utilizados para la reproducción de la información, su envío y/o la certificación de documentos y a partir de cuotas establecidas con una base objetiva y razonable de los insumos utilizados.

54.
Aunado a lo anterior, de lo expuesto también se obtiene que al tratarse del cobro de derechos, las cuotas aplicables deben ser acordes al costo que implica para el Estado proporcionar el servicio y, finalmente, que las cuotas respectivas están contenidas en la Ley Federal de Derechos, pero en caso de que al sujeto obligado no le sea aplicable, entonces los montos ahí contenidos constituyen un referente que no debe ser rebasado.

55.
De dichos artículos se desprende que la consulta de información y documentación que realicen los particulares a las dependencias de la Administración Pública Municipal o a sus organismos, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Puebla será gratuita, salvo que para su entrega se requiera su impresión o almacenamiento, en cuyo caso el costo de la certificación correspondiente será $23.00 (veintitrés pesos 00/100 Moneda Nacional).

56.
 A efecto de analizar la validez de las disposiciones impugnadas, se estima necesario verificar si las cuotas ahí establecidas fueron fijadas con una base objetiva y razonable de los materiales utilizados y de sus costos, para lo cual se requiere una motivación por parte del legislador local en la que explique o razone el costo de los materiales de reproducción de un documento o, en su caso, de su certificación, así como la metodología que utilizó para llegar a los mismos, pues no debe perderse de vista que el parámetro de regularidad constitucional se sustenta en el mencionado principio de gratuidad.

57.
De la revisión integral del proceso legislativo se echa de menos alguna explicación del legislador local en el sentido de establecer esas tarifas o cuotas con base en elementos objetivos y razonables que atiendan al costo de la certificación de documentos correspondiente.

58.
En efecto, pues el legislador omitió establecer razón alguna a efecto de justificar la diferencia entre las tarifas establecidas en los preceptos impugnados y el valor comercial de los insumos necesarios para proporcionar la certificación de documentos.

59.
Si bien este Tribunal Pleno ha aceptado que en el proceso de creación el legislador no necesariamente debe exponer las razones de su actuar, lo cierto es que, como se explicó, en el caso es indispensable, porque constitucionalmente el derecho de acceso a la información se rige por el principio de gratuidad, de modo que, en caso de prever alguna tarifa o cuota debe estar motivada, aunado a que conforme a la ley general analizada esas tarifas deben estar sustentadas en una base objetiva y razonable que atienda, entre otras cosas, a los costos de los materiales utilizados y su reproducción.

60.
De ahí que en este tipo de asuntos constituya una carga para el legislador razonar esos aspectos a fin de dirimir la constitucionalidad de los preceptos respectivos.

61.
En otras palabras, como quedó precisado, en estos asuntos se requiere una motivación por parte del legislador en que explique o razone el costo de la certificación de los documentos, así como la metodología que utilizó para llegar a los mismos, pues no debe perderse de vista que el parámetro de regularidad constitucional se sustenta en el mencionado principio de gratuidad, así como en el hecho de que los costos de reproducción, envío o certificación se sustenten en una base objetiva y razonable.

62.
De lo anterior se deduce que, atendiendo al parámetro en el proceso de creación, el legislador debió motivar de forma razonada y objetiva el costo que tomó en cuenta y la metodología que utilizó para llegar a la cuota o tarifa por la certificación de los documentos.

63.
Cabe precisar que, aun en el evento de que este Tribunal Pleno pudiera buscar o allegarse de información para determinar si las tarifas o cuotas aplicables se apegan o no al parámetro de regularidad constitucional antes comentado, lo objetivamente cierto es que no le corresponda realizar ni los cálculos respectivos y tampoco fijar valores a fin de analizar su constitucionalidad, precisamente porque conforme al texto constitucional y legal aplicables, en materia de transparencia y acceso a la información pública corresponde al legislador realizar la motivación en los términos antes apuntados.

64.
Con base en las consideraciones expuestas, se concluye que, tratándose de las leyes municipales analizadas, el Congreso estatal incumplió con su deber de justificar de forma razonable y objetiva el cobro por la certificación de documentos para que pudiera ser estudiada por este Tribunal Pleno, pues se estima que lo determinó de forma arbitraria, lo cual transgrede el principio de gratuidad del acceso a la información pública contenido en el artículo 6 de la Constitución Federal.

65.
Por lo tanto, lo procedente es declarar la invalidez de los artículos 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochiltepec, 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochitlán de Vicente Suarez, 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochiltlán Todos Santos, 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Yaonahuac, 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio  de Yehualtepec, 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zacapala, 22, fracción I, de la  Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán, 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán de Méndez, 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zaragoza, 22, fracción I,  de la Ley de Ingresos del Municipio de Zautlá, 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zihuateutla, 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zinacatepec, 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zongozotla, 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquiapan, y 22, fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquitlán, todos del Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025.

VII. EFECTOS.

66.
El artículo 73, en relación con los diversos 41, 43, 44 y 45 de la Ley Reglamentaria de la materia, señalan que las sentencias deben contener los alcances y efectos de éstas, así como fijar con precisión los órganos obligados a cumplirla, las normas generales respecto de las cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda; además, se debe fijar la fecha a partir de la cual la sentencia producirá sus efectos.

67.
Atento a ello, se declara la invalidez de los artículos 21, fracción I, 22, fracción I y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochiltepec, 21, fracción I, 22, fracción I y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochitlán de Vicente Suarez, 21, fracción I, 22, fracción I y 37, fracción VI,  de la Ley de Ingresos del Municipio de Xochiltlán Todos Santos, 21, fracción I, 22, fracción I y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Yaonahuac, 21, fracción I, 22, fracción I y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Yehualtepec, 21, fracción I, 22, fracción I y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zacapala, 21, fracción I, 22, fracción I y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán, 21, fracción I, 22, fracción I y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapotitlán de Méndez, 21, fracción I, 22, fracción I y 40, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zaragoza, 21, fracción I, 22, fracción I y 38, fracción VI, de la Ley  de Ingresos del Municipio de Zautlá, 21, fracción I, 22, fracción I y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zihuateutla, 21, fracción I, 22, fracción I y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos  del Municipio de Zinacatepec, 21, fracción I, 22, fracción I y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zongozotla, 21, fracción I, 22, fracción I y 37, fracción VI, de la Ley de Ingresos  del Municipio de Zoquiapan, 21, fracción I, 22, fracción I y 38, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zoquitlán, todos del Estado de Puebla, para el ejercicio fiscal 2025, acorde con lo determinado en el apartado VI de este fallo.
68.
Las declaratorias de invalidez decretadas surtirán sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Puebla.
69.
Asimismo, se exhorta al Poder Legislativo del Estado de Puebla para que, en posteriores medidas legislativas similares a las que fueron analizadas en esta sentencia, en el marco de su libertad configurativa y tomando en cuenta las consideraciones de esta sentencia, determine, de manera fundada y motivada, las cuotas o tarifas mediante un método objetivo y razonable.
70.
Finalmente, deberá notificarse el presente fallo a los Municipios involucrados del Estado de Puebla, por ser las autoridades encargadas de la aplicación de las normas que fueron invalidadas.
71.
Por lo antes expuesto, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:
RESUELVE

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez de los artículos 21, fracción I, 22, fracción I, y 37, fracción VI, de las Leyes de Ingresos de los Municipios de Xochitepec, Xochitlán de Vicente Suárez, Xochitlán Todos Santos, Yaonahuac, Zacapala, Zapotitlán de Méndez, Zihuateutla, Zinacatepec y Zoquiapan, 21, 22, fracción I, y 38, fracción VI, de las Leyes de Ingresos de los Municipios de Yehualtepec, Zapotitlán, Zautlá, Zongozotla y Zoquitlán y 21, fracción I, 22, fracción I, y 40, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zaragoza, Puebla, para el Ejercicio Fiscal 2025, publicadas en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el treinta de diciembre de dos mil veinticuatro.
TERCERO. La declaratoria de invalidez decretada surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Puebla, en los términos precisados en el apartado VII de esta determinación.

CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Puebla, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Notifíquese; mediante oficio a las partes, así como a los municipios involucrados y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Se aprobó por mayoría de siete votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 1, denominado “Cobros desproporcionados e inequitativos por diversos servicios municipales, no relacionados con el derecho de acceso a la información pública”, consistente en declarar la invalidez de los artículos 21, fracción I, de las Leyes de Ingresos de los Municipios de Xochiltepec, Xochitlán de Vicente Suarez, Xochiltlán Todos Santos, Yaonahuac, Zacapala, Zapotitlán de Méndez, Zihuateutla, Zinacatepec y Zoquiapan, 21, fracción I, de las Leyes de Ingresos de los Municipios de Yehualtepec, Zapotitlán, Zautlá, Zongozotla y Zoquitlán y 21, fracción I, y 40, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Municipio de Zaragoza, Puebla, para el Ejercicio Fiscal 2025. La señora Ministra Batres Guadarrama votó en contra. La señora Ministra Ríos González votó en contra de los preceptos que prevén cobros por copias certificadas.

Se aprobó por mayoría de siete votos de las personas Ministras Espinosa Betanzo, Ríos González por razones distintas, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 1, denominado “Cobros desproporcionados e inequitativos por diversos servicios municipales, no relacionados con el derecho de acceso a la información pública”, consistente en declarar la invalidez de los artículos 37, fracción VI, de las Leyes de Ingresos de los Municipios de Xochiltepec, Xochitlán de Vicente Suarez, Xochiltlán Todos Santos, Yaonahuac, Zacapala, Zapotitlán de Méndez, Zihuateutla, Zinacatepec y Zoquiapan, y 38, fracción VI, de las Leyes de Ingresos de los Municipios de Yehualtepec, Zapotitlán, Zautlá, Zongozotla y Zoquitlán, Puebla, para el Ejercicio Fiscal 2025. Las señoras Ministras Herrerías Guerra y Batres Guadarrama votaron en contra.

Se aprobó por mayoría de seis votos de las personas Ministras Espinosa Betanzo, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 2, denominado “Cobros injustificados por acceso a la información pública”, consistente en declarar la invalidez de los artículos 22, fracción I, de las Leyes de Ingresos de los Municipios de Xochiltepec, Xochitlán de Vicente Suarez, Xochiltlán Todos Santos, Yaonahuac, Yehualtepec, Zacapala, Zapotitlán, Zapotitlán de Méndez, Zaragoza, Zautlá, Zihuateutla, Zinacatepec, Zongozotla, Zoquiapan y Zoquitlán, Puebla, para el Ejercicio Fiscal 2025. Las señoras Ministras Herrerías Guerra y Batres Guadarrama votaron en contra. La señora Ministra Ríos González votó en contra de los preceptos que prevén cobros por copias certificadas.

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, consistente en 1) determinar que la declaratoria de invalidez decretada surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Puebla y 3) notificar la presente sentencia a los municipios involucrados por ser las autoridades encargadas de la aplicación de las leyes de ingresos cuyas disposiciones fueron invalidadas. La señora Ministra Batres Guadarrama votó en contra.

Se aprobó por mayoría de siete votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía apartándose del método objetivo y razonable, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, consistente en 2) exhortar al referido órgano legislativo para que, en lo futuro, se abstenga de incurrir en los mismos vicios de inconstitucionalidad detectados. Las señoras Ministras Esquivel Mossa y Batres Guadarrama votaron en contra.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.

Firman los señores Ministros Presidente y el Ponente, con el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministro Irving Espinosa Betanzo.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de veintiún fojas útiles en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 20/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión de ocho de diciembre de dos mil veinticinco. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a seis de marzo de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� En el Periódico Oficial de la Entidad 


� Del titular del Poder Ejecutivo y de la Gubernatura del Estado de Puebla


� En representación del Gobernador del Estado de Puebla. 


� ARTÍCULO 24. Recibida la demanda, la persona titular de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación designará, según el turno que corresponda, a una ministra o a un ministro instructor a fin de que ponga el proceso en estado de resolución


� Artículo 20. Son atribuciones del Presidente o la Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:


II. Tramitar los asuntos competencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y


turnar los expedientes entre sus integrantes para que formulen los correspondientes proyectos de


resolución (…)


� SEXTO. Por decisión del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y a fin de aprovechar el conocimiento y estudio de los asuntos turnados a las Ministras Lenia Batres Guadarrama, Yasmín Esquivel Mossa y Loretta Ortiz Ahlf, en la anterior integración, se determina que continúen con el conocimiento de dichos asuntos, sin que sea necesario un nuevo acuerdo de returno. Asimismo, a las personas Ministras María Estela Ríos González y Giovanni Azael Figueroa Mejía, les corresponderán los asuntos turnados a las ponencias de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara Carrancá, respectivamente, previo acuerdo de returno.


El mismo tratamiento deberá darse a las acciones de inconstitucionalidad y controversias constitucionales turnadas para instrucción, con excepción del Ministro Presidente a quien no se le turnarán este tipo de asuntos para instrucción elaboración de proyectos.


Los restantes y de nuevo ingreso se returnarán a través del sistema correspondiente por categoría entre las demás ponencias, conforme a la votación obtenida en el Proceso Electoral Extraordinario 2024-2025 y al orden cronológico de ingreso de su presentación, hasta que se equilibren las cargas de trabajo. Asimismo, la asignación de los asuntos que conocerá cada ponencia se publicará en los medios electrónicos oficiales y en los estrados, para efectos de transparencia y publicidad.


� Ibidem.


� Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: […]


II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: […]


g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas;


� Las atribuciones de la Presidencia de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos se encuentran previstas en el artículo 15, fracciones I y XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, de texto: 


Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 


I. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional.


[…]


XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y[…]


� Dicho criterio ha sido por el Tribunal Pleno, al resolver recientemente las acciones de inconstitucionalidad 76/2023 y sus acumuladas 80/2023 y 83/2023, 81/2023, 135/2023, 104/2023 y su acumulada 105/2023, 106/2023, 45/2024 y su acumulada 51/2024, 64/2024, entre otras.





